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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 128/2021/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: *********. 
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO DE TAMUÍN, SAN LUIS POTOSÍ (DAPAST).
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a dos de septiembre de dos mil veintiuno. 


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 128/2021/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el cuatro de marzo de dos mil veintiuno, compareció la C. *********, por propio derecho, para demandar la nulidad de la determinación del crédito fiscal por concepto de derechos de agua, contenida en el recibo con número folio A 2748176, por la cantidad total de $*********, relativo al contrato número 2299-2299-2705, correspondiente al domicilio ubicado en la calle*********.
II.- Por acuerdo de ocho de marzo de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las doce horas del día quince de julio del presente año, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se hizo constar que por auto de diecinueve de mayo de dos mil veintiuno, se tuvo por precluído el derecho de la autoridad demandada para contestar la demanda, y se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes no formularon alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y III, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y un organismo operador municipal de los servicios públicos de suministro de agua potable en su carácter de autoridad fiscal, donde se ejerce jurisdicción, mediante la determinación de un adeudo a cargo de la parte actora por la prestación de los referidos servicios públicos, lo que constituye un crédito fiscal de conformidad con el artículo 178 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.

SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folio 035 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.
Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado contenido en la factura con número de folio A 2748176, se encuentra directamente dirigido a la C. *********, mediante el cual la autoridad demandada determina a su cargo un adeudo por concepto de derechos de agua por la cantidad total de $*********, relativo al contrato número 2299-2299-2705, correspondiente al domicilio ubicado en la calle*********; es inconcuso que cuenta con interés jurídico para combatir dicho acto controvertido, ya que en el mismo se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos y, por ende, cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

La documental anteriormente referida hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Cabe precisar, que mediante auto de diecinueve de mayo de dos mil veintiuno, se tuvo por precluído el derecho de la autoridad demandada para contestar la demanda, asimismo, por afirmando los hechos del escrito de demanda, salvo prueba en contrario.
CUARTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a folios 05 al 029 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido del examen general practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad planteados por la parte actora.
SEXTO.- Por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar el acto impugnado, se procede al estudio de la parte conducente del concepto de impugnación Segundo del escrito de demanda, en el cual la parte actora sustancialmente aduce que el acto controvertido es ilegal, toda vez que en ninguna parte del recibo de cobro de agua se advierte la competencia de la autoridad demandada, pues no se cita precepto legal alguno que faculte al organismo a realizar el cobro respectivo, esto es, el artículo, fracción, apartado, inciso o subinciso o apartado que justifique su ámbito territorial y material de actuación, como lo son, los fundamentos relacionados con su existencia jurídica –decreto de creación-, así como para cobrar las contraprestaciones conforme a la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos que lleva a cabo dicho organismo, no obstante la obligación legal que tiene toda autoridad de fundamentar debidamente su competencia y facultades en los actos que emitan; por lo que tal omisión se traduce en un estado de indefensión, ya que no le permite conocer si la autoridad emisora es competente para actuar en la forma que lo hizo.
Por otra parte, la autoridad enjuiciada no formuló contestación a la demanda, por lo que mediante auto de diecinueve de mayo de dos mil veintiuno, se tuvo por precluído su derecho para tal efecto, y por afirmando los hechos del escrito de demanda, salvo prueba en contrario.
A juicio de la Titular de la Primera Sala Unitaria de éste Tribunal, el concepto de impugnación en estudio resulta fundado y suficiente para provocar la nulidad del acto impugnado, de conformidad con las siguientes consideraciones legales:

Primeramente, cabe precisar, que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo por tanto un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite. 
En ese sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como la Segunda Sala del Alto Tribunal se han pronunciado sentando las Jurisprudencias P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, Octava Época, página 12; y 2a./J. 115/2005, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, respectivamente, bajo la voz: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”
Ahora bien, la impetrante sostiene como motivo de inconformidad que el acto impugnado es ilegal, toda vez que la autoridad no citó las disposiciones legales que le otorgan la facultad para la emisión del acto controvertido, lo que genera un estado de indefensión al privarlo de la oportunidad de examinar si la actuación de dicha autoridad se encuentra en el ámbito de su competencia; lo que a consideración de esta Primera Sala Unitaria, se reitera, es fundado.

En el expediente del presente juicio a folio 035, obra el original del recibo y/o estado de cuenta con número folio A 2748176, emitido por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado Y Saneamiento De Tamuín, San Luis Potosí (DAPAST), en el que se determina un adeudo a la hoy actora por conceptos de servicio público de suministro de agua potable, mantenimiento, saneamiento, adeudo anterior, recargos e IVA, por la cantidad total de $*********, relativo al contrato número 2299-2299-2705, correspondiente al domicilio ubicado en la calle*********; el cual se reproduce a continuación:


[image: image1]
De esa guisa, como aduce la parte demandante dicho acto no cuenta con fundamento legal alguno respecto a la competencia de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado Y Saneamiento De Tamuín, San Luis Potosí (DAPAST), para la emisión del mismo, es decir, para la determinación de la contraprestación correspondiente al periodo de consumo facturado “Enero 2021”, así como para el cobro del supuesto adeudo por meses vencidos “Rez 20 Mes 1”, tal como se consigna en dicho acto de autoridad.
Lo anterior, soslayando como lo ha determinado la Segunda Sala del Alto Tribunal de la Nación en el criterio jurisprudencial citado en párrafos precedentes que, para cumplir con la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, por ende, en tratándose de la competencia de la autoridad con la finalidad de cumplir con dicha garantía de fundamentación, resulta necesario que las autoridades precisen en forma exhaustiva su competencia con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso, el artículo, apartado, párrafo, fracción, inciso o subinciso, y en su caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribir la parte correspondiente, con la finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden; pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de las normas legales existentes, si tiene competencia para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría, como en la especie, cuál de todas las normas legales es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana el acto controvertido.

Máxime, si se trata como en la especie de la determinación del monto de la contraprestación por los referidos servicios de agua potable, mantenimiento y saneamiento prestados por un periodo determinado, accesorios (recargos) e impuesto relativo (IVA), a partir, en su caso, de la lectura que el personal autorizado de dicha Dirección debe tomar del medidor correspondiente que previamente haya instalado; así como de la pretendida exigencia de un supuesto adeudo generado por el incumplimiento de pago que se haya registrado al vencimiento de cada recibo cuanto no hubiera sido cubierto por el usuario dentro del plazo establecido en el mismo, tal como se colige de lo dispuesto en los artículos 143, 178, 179, 183 y 221 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, preceptos donde se prevé la referida obligación de pago por parte de los usuarios y la posibilidad de exigir los adeudos por parte del prestador de servicios; sin que en la especie, la autoridad demandada haya precisado en forma exhaustiva su competencia, con la finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden para tal efecto; lo que vulnera el derecho fundamental de seguridad jurídica consagrado en el artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, actualizando la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del propio Código, ya que como lo ha determinado la Segunda Sala del Alto Tribunal de la Nación, fundar en el acto de molestia la competencia de la autoridad constituye un requisito esencial y una obligación de la autoridad insoslayable, pues ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello, dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen, por lo que para considerar que el acto a debate cumple con la citada garantía de la debida fundamentación de la competencia, la autoridad demandada debió precisar de forma exhaustiva su competencia, lo cual en la especie no sucedió.

La presente resolución no prejuzga respecto a la competencia de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado Y Saneamiento De Tamuín, San Luis Potosí (DAPAST),  para determinar el monto de la contraprestación por los referidos servicios de agua potable, mantenimiento y saneamiento prestados en un periodo determinado, junto con sus accesorios e impuesto relativo, así como para exigir el supuesto adeudo por meses vencidos; sólo resuelve sobre la litis planteada por la parte actora, esto es, la falta de fundamentación de dicho extremo en el acto impugnado, mediante el cual se determinó los multicitados derechos de suministro de agua potable por el período de consumo “Enero 2021”, y se pretendió exigir el supuesto adeudo por meses vencidos “Rez 20 Mes 1”.

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la determinación contenida en el recibo con número folio A 2748176, derivado del contrato número 2299-2299-2705, correspondiente al domicilio ubicado en la calle*********, dejándola sin efecto legal alguno, así como cualquier acto que haya derivado del mismo, como puede ser la suspensión o corte del referido servicio de suministro de agua potable en dicho domicilio, toda vez que se actualizó la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del propio Código, puesto que como ha quedado demostrado en el presente juicio, fue emitido en contravención de lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado, al no encontrase acreditado que la autoridad demandada, contaba con facultades para actuar en la forma en que lo hizo; lo anterior, dejando a salvo las facultades de la autoridad que resulte competente para tal efecto.

Sirven de apoyo a lo anterior, las Jurisprudencias 2a./J. 52/2001, 2a./J. 99/2007 y 2a./J. 9/2011, cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes:      

Registro digital: 188431

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 52/2001      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Noviembre de 2001, página 32

Tipo: Jurisprudencia

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO. Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Contradicción de tesis 92/2000-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en  Materia Administrativa del Sexto Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 17 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Andrea Zambrana Castañeda.

Tesis de jurisprudencia 52/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil uno.

Registro digital: 172182

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 99/2007

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Junio de 2007, página 287

Tipo: Jurisprudencia

“NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA. En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal.”
Contradicción de tesis 34/2007-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 28 de marzo de 2007. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza.

Tesis de jurisprudencia 99/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintitrés de mayo de dos mil siete.

Registro digital: 161237

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 9/2011       

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 352

Tipo: Jurisprudencia

“PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LOS ARTÍCULOS 50, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 51, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, OBLIGAN AL EXAMEN PREFERENTE DE LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN RELACIONADOS CON LA INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD, PUES DE RESULTAR FUNDADOS HACEN INNECESARIO EL ESTUDIO DE LOS RESTANTES (LEGISLACIÓN VIGENTE ANTES DE LA REFORMA DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2010). Esta Segunda Sala estima que el criterio contenido en la jurisprudencia 2a./J. 155/2007, de rubro: "AMPARO DIRECTO. SUPUESTO EN QUE EL ACTOR EN UN JUICIO DE NULIDAD TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA RECLAMAR EN AQUELLA VÍA UNA RESOLUCIÓN DE NULIDAD LISA Y LLANA." ha sido superado. Lo anterior, en virtud de que el artículo 50, segundo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, al disponer que cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben analizar primero las que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, implica que dichos órganos jurisdiccionales están obligados a estudiar, en primer lugar, la impugnación que se haga de la competencia de la autoridad para emitir el acto cuya nulidad se demande, incluso de oficio, en términos del penúltimo párrafo del artículo 51 del mismo ordenamiento, el cual establece que el Tribunal podrá examinar de oficio la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada, análisis que, de llegar a resultar fundado, por haber sido impugnado o por así advertirlo oficiosamente el juzgador, conduce a la nulidad lisa y llana del acto enjuiciado, pues ese vicio, ya sea en su vertiente relacionada con la inexistencia de facultades o en la relativa a la cita insuficiente de apoyo en los preceptos legales que le brinden atribuciones a la autoridad administrativa emisora, significa que aquél carezca de valor jurídico, siendo ocioso abundar en los demás conceptos de anulación de fondo, porque no puede invalidarse un acto legalmente destruido.”
Contradicción de tesis 294/2010. Entre las sustentadas por el Primer y el Segundo Tribunales Colegiados Auxiliares, con residencia en Guadalajara, Jalisco, y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 8 de diciembre de 2010. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Tesis de jurisprudencia 9/2011. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de junio de dos mil once.

Notas: En términos de la resolución de 22 de junio de 2011, pronunciada en el expediente de solicitud de aclaración de jurisprudencia 2/2011, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación aclaró el texto de la jurisprudencia 2a./J. 9/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 855, para quedar en los términos aquí expuestos.

No pasa inadvertido para esta Juzgadora, la pretensión de la actora en el sentido de que se ordene a la autoridad demandada, la cancelación del adeudo señalado en el acto a debate de sus “…registros y sistemas de control aplicables; haga las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes a efecto de que el crédito fiscal nulificado, sea dado de baja o cancelado de los controles manuales o informáticos, padrones, o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, a efecto de que el crédito cuya nulificación se solicita, no vuelva a ser exigido al suscrito, notificándole sobre las acciones que realice, informando a este Tribunal del cabal cumplimiento de lo ordenado, en su momento.” (Énfasis añadido).

Sin embargo, la actora soslaya que conforme a lo establecido en el artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, los usuarios están obligados al pago mensual de los servicio públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la propia Ley, con excepción de aquellos quienes reciben estos servicios por parte de un organismo operador intermunicipal, mismos que deberán pagar bimestralmente.

Ahora bien de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 de la propia Ley, los adeudos a cargo de los usuarios y en favor de los organismos operadores, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que precisan en el Código Fiscal del Estado.
Asimismo, conforme a lo establecido en el diverso 179 de la Ley en comento, los prestadores de los servicios exigirán el pago de los créditos fiscales que determinen a cargo de los usuarios, que no hayan sido cubiertos o garantizados dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en el Código Fiscal del Estado.

En correlación a lo anterior, el artículo 18 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, dispone que: “Es crédito fiscal, la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario. Cuando las leyes así lo señalen, podrá darse el carácter de crédito fiscal a otros adeudos de particulares en favor del Estado o municipios, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución.”; como en la especie sucede con lo señalado en los artículos 178 y 179 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí antes citados.

De igual manera, conforme al diverso 38 del propio Código, dispone que la obligación de pago de un crédito fiscal prescribe en favor del contribuyente o responsable solidario, en un plazo de cinco años a partir de que pudo ser legalmente exigido.

Precisado lo anterior, la parte actora en primer lugar, no desvirtúa la existencia del contrato número 2299-2299-2705, por los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, correspondiente al domicilio ubicado en la calle*********, lo que actualiza la figura de usuario de los servicios y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten; así como tampoco contradice la obligación de pago correspondiente o manifiesta la negativa del consumo de agua potable relativo al citado contrato, cuanto más, la propia actora manifiesta expresamente lo siguiente: “…el pasado 15 de febrero de 2021 se presentó personal adscrito a la DAPAST DE TAMUIN, S.L.P., A EJECUTAR el corte del suministro de agua potable al inmueble de mi propiedad…”, de donde sin prejuzgar la existencia o legalidad del aludido corte del servicio, se colige que previamente a esa fecha (15 de febrero de 2021) la hoy impetrante contaba con el multicitado servicio en su domicilio, es decir, cuando menos al periodo de consumo facturado en el acto controvertido (Enero 2021), aun contaba con dicho servicio, por lo que tal circunstancia no fue materia de litis, quedando intocada dicha obligación de pago por parte de la hoy actora por la prestación del servicio de agua potable en cuestión.

En segundo lugar, si bien en el acto a debate la autoridad emitente no fundamentó su competencia para tal efecto y de ahí su ilegalidad, dicha ilegalidad no puede trascender o limitar las facultades de la autoridad que, en su caso, sí resulte competente para la emisión del estado de cuenta correspondiente por dicho servicio público que la actora no debate haya recibido, incluso para emitir una resolución determinante por los adeudos que contengan sus registros, ya que la obligación de pago de un crédito fiscal determinando por autoridad competente, como lo son los adeudos por la prestación de los servicios públicos de suministro de agua potable, cuando no ha sido desvirtuada su legalidad, únicamente se encuentra limitada por la prescripción en favor del contribuyente en un plazo de cinco años a partir de que pudo ser legalmente exigido, por lo que tampoco con la declaratoria de ilegalidad del acto impugnado, se puede limitar la facultad de determinación y cobro de la autoridad competente para tal efecto; de ahí que no pueda darse el manifestado efecto pretendido por la actora en esta resolución, es decir, que con la simple anulación del acto a debate se ordene la cancelación de los registros correspondientes el adeudo señalado en el mismo, pues la ilegalidad declarada únicamente trascendió para dejar sin efecto legal alguno al acto de mérito, al no encontrarse acreditado que haya sido emitido por autoridad competente, tal como se dilucida en los criterios jurisprudenciales 2a./J. 52/2001 y 2a./J. 99/2007, emitidos por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, anteriormente citados, ya que la materia de la presente controversia no verso sobre el fondo de la obligación de pago correspondiente a cargo de la hoy actora con relación a los servicios prestados de suministro de agua potable en comento, es decir, respecto a la procedencia o no de la contraprestación respectiva, sino únicamente respecto al carácter formal del acto controvertido, respecto del cual no se acreditó haya sido emitido por autoridad competente.
En virtud de las conclusiones alcanzadas, esta Primera Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que únicamente se trata de argumentos dirigidos a descalificar el aspecto formal de dicho acto a debate, por lo que, incluso, de resultar fundados conllevaría únicamente la nulidad del mismo para determinados efectos; de ahí que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni le irrogaría un mayor beneficio que el obtenido en los términos de esta sentencia.

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción II, 251, 252, 253 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la determinación contenida en el recibo y/o estado de cuenta con número folio A 2748176, precisado en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
